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Resumen: Nuestro Estado cuenta con un importante gasto público y 
número de funcionarios para ejecutar sus actividades, las que son rea-
lizadas sin criterios de sustentabilidad, pese a los deberes ambientales 
que debe cumplir. Nada obliga a sus funcionarios a reducir, reutilizar ni 
reciclar, siendo una actividad que depende de la voluntad de cada cual. 
En este trabajo se estudia un instrumento que intenta incorporar estas 
consideraciones de sustentabilidad en el Estado, para lo que se analizará 
las características y la experiencia comparada de implementación del de-
nominado Sustainable Public Procurement o Green Public Procurement.

Palabras clave: Instrumentos de gestión ambiental, sustentabilidad, 
compras públicas verdes.

Abstract: Our Government has significant public spending and a rel-
evant number of public servants to carry out its activities. Despite the 
environmental duties that it must fulfill, nothing forces to his officials to 
reduce, reuse or recycle, being an activity that depends on the will of each 
public servant. This work analyzes Sustainable Public Procurement or 
Green Public Procurement, as an instrument that attempts to incorporate 
sustainability considerations in the daily activity of the Government, re-
viewing the characteristics of the instrument and the comparative experi-
ence of his implementation.

Keywords: Environmental management instruments, sustainability, 
green public procurement.

1	 Agradezco las enseñanzas y comentarios de las profesoras Pilar Moraga Sariego y 
Valentina Durán Medina que, con ocasión de sus cursos impartidos en el Programa de 
Magíster en Derecho cursado en la Universidad de Chile inspiraron este análisis.
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1. Introducción

En nuestro sistema jurídico no existe ningún instrumento obligatorio 
que exija incorporar consideraciones ambientales en la actuación cotidiana 
del Estado2. Nada obliga a sus órganos a reducir, reutilizar, ni reciclar, 
siendo una práctica que depende de cada funcionario o unidad. Tampo-
co existen consideraciones obligatorias relacionadas con el gasto público, 
el incentivo a reducir el consumo de recursos, productos contaminantes 
(plásticos de un solo uso, por ejemplo) o privilegiar la adquisición de bie-
nes y servicios respetuosos del medio ambiente en todo su ciclo de vida.

Lo anterior, pese a que nuestra Constitución garantiza el derecho a un 
medio ambiente libre de contaminación, impone al Estado el deber de tutelar 
la preservación de la naturaleza y le exige promover el bien común. Incluso, 
esto es contradictorio con la actuación internacional de Chile que se compro-
metió con metas de sustentabilidad mediante la denominada Agenda 20303 
y la necesidad de adaptar comportamientos de cara al cambio climático. 

Bajo este panorama y, sin perjuicio de estas y otras consideraciones 
normativas, nos hace pensar que es jurídicamente necesario que el Estado 
se dé un instrumento que regule y minimice los impactos de su propia ac-
tividad, en los servicios que diariamente ejecuta.

A nivel comparado, distintos países han intentado desarrollar estra-
tegias para que la actividad diaria de organismos públicos disminuya en 
todo lo posible su impacto, y a su vez que los productos o servicios que 
utiliza los adquiera de proveedores respetuosos de políticas ambienta-
les4. Es más, la incorporación de consideraciones ambientales en las 
actuaciones estatales fue señalada por Naciones Unidas como una de las 

2	 Dentro de los mecanismos de gestión ambiental consagrados en la Ley Nº 19.300, no 
existe ninguna referencia a esta clase de instrumentos que exijan al Estado considerar 
el factor ambiental en cada una de sus decisiones.

3	 “En Septiembre del 2015 Chile, como parte de 193 países miembros de la Organiza-
ción de Naciones Unidas (ONU), adoptó la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble, que es un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad que 
tiene por objeto fortalecer la paz universal dentro de un concepto más amplio de la 
libertad”. Chile Agenda (2015)

4	 En principio, la Unión Europea es la que ha desarrollado mayormente este instrumento 
(Green Procurement), no obstante, también es aplicado en Japón, China, Taiwán, EE. UU., 
entre otros. En la materia, entre otros, ver European Commission (2016). 
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herramientas clave de gestión ambiental que permitiría un desarrollo sus-
tentable5.

Entre las estrategias diseñadas, se desarrolló como instrumento uno 
denominado “Green Public Procurement, Green Purchasing” o “Compras 
Públicas Verdes”, que se define generalmente como “el proceso mediante 
el cual las autoridades públicas buscan adquirir bienes, servicios y obras 
con un impacto ambiental reducido a lo largo de su ciclo de vida, en com-
paración con los bienes, servicios y obras con la misma función principal 
que de otro modo se hubieran adquirido”6 [traducción libre].

Con esto se busca que el Estado mejore su huella de carbono, sea pre-
viniendo y manejando de mejor modo sus impactos, mediante decisiones 
conscientes que consideren la preocupación ambiental, mediante factores 
tales como considerar en el precio de adquisición de productos y servicios 
las consecuencias ecológicas de toda la vida del producto, lo que hace 
efectivo principios ambientales como el que contamina paga, el de respon-
sabilidad (en su faz preventiva) y el principio preventivo.

De igual modo, se comenzó a hablar de Sustainable Public Procure-
ment (“SPP”) que, a diferencia de las Compras Públicas Verdes, exigiría 
que “las autoridades busquen el balance adecuado entre los tres pilares 
del desarrollo sustentable –económico, social y medioambiental– cuando 
obtengan bienes, servicios o trabajos, en todas sus etapas”7 [traducción 
libre]. 

Para algunos, Sustainable Public Procuremnt y Green Public Procure-
ment son instrumentos distintos pero relacionados de género a especie. 
Mientras el primero abarcaría factores sociales, ambientales y económicos 
en todas las actividades estatales, las compras verdes –por su parte– serían 
una especie, una forma en la que el Estado, en una de sus manifestaciones 
(contrataciones públicas) abarcaría esta consideración, existiendo también 
otras herramientas, como el manejo responsable de residuos (reducción, 
reutilización y reciclaje), la eficiencia energética, edificios ambientalmente 
amigables (eco-diseños), entre otras8. 

5	 Naciones Unidas (2017). 
6	 Unión Europea (2014).
7	 European Commission (2019).
8	 En la materia, ver Payne (2014).
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El desarrollo de estas nociones originó ciertas confusiones en los nom-
bres y alcances de los instrumentos que, por cuestiones geográficas y po-
líticas ha tenido distintas nomenclaturas y alcances más o menos ambicio-
sos. Con todo, se ha comenzado a advertir que en realidad se está ante un 
mismo fenómeno, que busca el mismo objetivo: un manejo sustentable del 
aparato estatal. 

En la materia, Naciones Unidas ha reconocido la diferente extensión de 
ambos conceptos según la zona geopolítica, previniendo que ella utilizará 
los conceptos como sinónimos. Así, en ocasiones ha preferido enfocarlo 
únicamente a las compras públicas, advirtiendo un segundo factor relevan-
te del instrumento: la contratación verde también puede ser implementada 
por privados y no solo se restringe al mundo público9. 

Nos interesa enfatizar para efectos de este análisis que, cuando el ins-
trumento se enfoca en la contratación estatal, el objetivo es que todo el iter 
negocial (desde la elaboración de las bases de licitación o trato directo, 
pasando por la elección del proveedor, hasta la ejecución y finalización del 
contrato), considere las consecuencias ambientales, sociales y económicas 
de todo el ciclo de vida del producto o servicio contratado por el Estado 
(desde su origen hasta su destrucción material o jurídica), de modo que se 
incorporen factores tales como la gestión de residuos, eficiencia energéti-
ca, disminución de gases con efecto invernadero, consumo responsable, 
diseños respetuosos del ambiente. 

Como consecuencia de la valoración de factores ambientales en los 
procesos de compra, se pretende contribuir a la eficiencia del uso de re-
cursos públicos, de forma que se minimice o disminuya el impacto am-
biental de sus actuaciones, permitiendo incluso un ahorro de dinero por 
mejora de eficiencia energética, adquisición de productos con mayor vida 
útil, entre otras. En esto un buen ejemplo son las cifras rescatadas de Los 
Países Bajos: 

9	 Señala Naciones Unidas: “En algunas regiones, SPP [Sustainable Public Procurement] 
también se conoce como compra ecológica, compra preferible para el medio ambiente, 
o adquisición socialmente responsable. En este informe, utilizamos ‘SPP’ y ‘SP’ como 
un término general para cubrir estas actividades, reconociendo que hay importantes 
regiones y matices organizacionales sobre cómo se definen dichos términos, y que 
no todas las organizaciones que emprenden compras sostenibles son los gobiernos” 
[traducción libre]. Naciones Unidas (2017).



	 Incorporación de criterios de sustentabilidad en la actividad cotidiana del Estado

Págs. 87 - 112 [2020]

Justicia Ambiental N° 12 
Revista de Derecho Ambiental de la ONG FIMA

91

“Se ahorrarían tres millones de toneladas de CO2 solo en los Países Bajos, si 
todas las autoridades aplicaran los criterios nacionales de contratación pública 
sostenible, que incluyen criterios ecológicos. El consumo de energía del sector 
público se reduciría en un 10%”10 [traducción libre].

Sobre esta base, nos enfocaremos en el fenómeno de la contratación de 
bienes y servicios que realiza el Estado, oportunidad en la que –debido a la 
nomenclatura de las referencias bibliográficas– se hablará indistintamente 
de Sustainable Public Procurement o Green Public Procurement, aun cuan-
do se prefiere entender que son términos relacionados genéricamente. Así, 
se estudiará la implementación de consideraciones ecológicas en las com-
pras públicas que realiza nuestro Estado, a la luz de la experiencia compa-
rada, intentando advertir la utilidad de este tipo de medidas, con sus venta-
jas y desventajas. Para ello, veremos (i) el estado de las compras públicas 
en Chile; (ii) la promoción, justificación y características del instrumento 
por Naciones Unidas, uno de sus grandes promotores; (iii) la experiencia 
comparada de su aplicación, teniendo como referencia a China y los Países 
Bajos. Finalizaremos (iv) con algunas conclusiones que se pueden advertir 
de este instrumento de gestión ambiental.

2. Algunos antecedentes del gasto público  
y el proceso de contratación pública en Chile

El Estado de Chile, con sus 16 regiones, 24 ministerios, 156 servicios 
públicos, cuenta con cerca de 435.170 funcionarios11 intentando man-
tener una presencia a lo largo de nuestro territorio12. Para cumplir sus 
más variadas funciones, para el año 2020 se aprobó un gasto público de 

10	 European Commission (2020).
11	 Dirección de Presupuesto: “Anuario estadístico del empleo público en el gobierno 

central”. 
12	 Estos datos desde ya nos muestran el impacto de las actuaciones estatales y la forma 

en que sus decisiones, incluso de actividades cotidianas, puede afectar la protección 
o vulneración del medio ambiente. Piénsese por ejemplo que al año 2017, Empre-
sas Copec con 34.545 trabajadores, aparecía como la empresa privada con mayores 
empleados a nivel nacional, cifra muy inferior a los 435.170 funcionarios públicos 
estatales. Datos obtenidos de: América Economía (2018): “Conozca las 500 empresas 
más grandes de Chile 2018”, y Dirección de Presupuesto: “Anuario estadístico del 
empleo público en el gobierno central”. 
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$ 57.951.406.446 de pesos, de los cuales al menos $ 3.468.178.266 estarán 
destinados a la adquisición de bienes y servicios de consumo13. 

Desde ya es bueno advertir que la Ley de Presupuesto del año 2020 no 
menciona en ninguno de sus artículos la palabra sustentable o incorpora 
consideraciones ecológicas al gasto, sea de los $ 57.951.406.446 o de los 
$ 3.468.178.266 aprobados. Es más, el mensaje de la ley tiene otro enfoque 
ambiental: señala que el presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente 
crecerá en un 8 %, que se desarrollarán obras en beneficio hídrico, entre 
otras pequeñas referencias, pero no contiene ninguna alusión al gasto sus-
tentable del presupuesto público.

Por otra parte, los consumos que el Estado mantiene en los distintos 
rubros son bastante significativos. Por ejemplo, Chile cuenta con 345 
municipios, los cuales declararon gastar el año 2018 –aproximadamen-
te– $ 34.128.527.000 de pesos en agua, cifra que comprende tanto sus 
dependencias internas como la de los servicios comunitarios que pres-
ta14. Por su parte, el consumo municipal de electricidad alcanzaría los 
$ 175.408.394.000 de pesos, lo que también incluye todas las áreas, tanto 
de gestión interna como de los servicios comunitarios15. 

Por su parte, el Ministerio del Medio Ambiente informa que el Estado 
aproximadamente consume en un año: (i) 355 millones de kWh; 4.440.670 
m3 de agua que equivalen a 1.860 piscinas olímpicas; (ii) 4.884.737 resmas 
de papel correspondientes a 305.296 árboles. Esto, en términos monetarios, 
significarían (iii) unos $ 51 millones de dólares16 (unos $ 38.250.000.000 
de pesos)17. 

13	 Datos extraídos de la Ley de presupuesto público disponible en Biblioteca del Con-
greso Nacional: “Ley de presupuestos para el sector público correspondiente al año 
2020”. 

14	 SINIM (Sistema Nacional de Información Municipal), SUBDERE, Ministerio del In-
terior: “Datos Municipales. Consumo de agua. Código de indicador IADM91”.

15	 SINIM (Sistema Nacional de Información Municipal), SUBDERE, Ministerio 
del Interior: “Datos Municipales. Consumo de electricidad. Código de indicador 
IADM90”.

16	 Ministerio del Medio Ambiente: “Estado Verde”.
17	 Lo curioso es que el Ministerio del Medio Ambiente no indica sus fuentes, lo que 

no permite conocer con precisión cuáles fueron los datos utilizados y los agentes 
contabilizados. 
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Según la información disponible, la Administración del Estado, bajo 
la modalidad de contratación por Convenio Marco (esto es, excluyendo 
licitaciones públicas, privadas o tratos directos), por concepto de Me-
naje, aseo y cuidado personal en el año 2019 registró transacciones por 
$ 10.068.000.000 de pesos18, monto similar a los $ 10.472.000.000 de pe-
sos que se transaron en el rubro alimentos en el mismo período.

Todas estas cifras son bastante ilustrativas si se considera que con la 
información existente al año 2015, el Estado gastaba solo $ 8.900 pesos 
por persona en protección ambiental19, lo que equivaldría a un 0,1 % del 
PIB, en contraste con más del 4 % del PIB nacional vinculado a compras 
del Estado. Lo que nos interesa observar es que ese 4 % se puede transfor-
mar todo o parte en una protección preventiva del ambiente con productos 
ecológicamente más respetuosos o con un menor impacto.

Gran parte de estas cifras que desembolsa el sector de la Administración 
queda regulado por la Ley de Bases de Contratos Administrativos de Sumi-
nistro y Prestación de Servicios Nº 19.88620, cuyo principal objetivo fue 
uniformar los procedimientos y criterios de contratación, otorgando mayo-
res niveles de transparencia, gestionando mejor los volúmenes de compra 
para resguardar mejor el erario nacional. Para esto, la ley publicada el año 
2003 implementa como procedimientos de contratación la licitación públi-
ca, licitación privada, convenio marco o trato directo, pero en ninguno de 
sus artículos o modalidades de transacción implementa criterios ecológicos. 

A su vez, esa misma ley crea a la Dirección de Compras y Contratación 
Pública (más conocida como ChileCompra), organismo encargado de ad-
ministrar las transacciones comerciales del Estado que se apoya en gran 
medida en un sistema web de contratación que facilita el proceso, le ha 
dado una mayor transparencia, dinamismo y versatilidad. En conjunto, el 
sistema de contratación pública y su funcionamiento ha obtenido buenas 
críticas, más allá de las mejoras que se pueden incorporar21. 

18	 Fundación Observatorio Fiscal. Observatorio de Compras: “Convenios Marco. 
¿Quiénes se adjudican vía Convenios Marco, según rubro?”. 

19	 También se informa que esto equivaldría a unos $ 145.042.000.000 de pesos. Ver Na-
ciones Unidas y Ministerio del Medio Ambiente (2015).

20	 Esta ley no comprende las transacciones que realiza el Congreso Nacional, Poder judi-
cial, el Ministerio Público, el Banco Central y las empresas públicas creadas por ley.

21	 Así, se ha señalado: “A 11 años de la creación de Chilecompra, sin ninguna duda, las 
Compras Públicas han cambiado su performance. Hoy día venderle al Estado es más 
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Con todo, esta institución, ni en su visión, ni en su misión, ni en sus 
valores y objetivos estratégicos recoge una preocupación por la sustentabi-
lidad. Es más, su plan estratégico para el período 2018 a 2024 indica que se 
enfocará en tres ejes estratégicos ya establecidos: eficiencia y efectividad, 
servicio de excelencia y confianza22. Ninguno de estos tres pilares estra-
tégicos tiene una consideración ambiental. Eso, aun cuando el organismo 
reconoce el poder disciplinador de las compras públicas. Con un volumen 
de transacciones tan relevante, el Estado sabe que en esta materia cuenta 
con un rol rector para los privados con los que negocia como para con los 
organismos públicos para que asuman una mayor responsabilidad en el 
buen uso de los recursos fiscales23.

Con todo, este organismo emitió el año 2016 la Directiva Nº 25, por 
la cual entregaba recomendaciones para una contratación sustentable, ci-
tando expresamente el sistema de compras verdes. Esta directiva recogía 
criterios sociales (situación de discapacidad, por ejemplo), ambientales 
(eficiencia energética, entre otras) y económicas (precio del convenio), 
proveyendo distintos recursos para que los funcionarios se orienten en la 
elección de un producto o servicio ecológicamente más amigable.

Al respeto, no existen antecedentes del impacto en la contratación pú-
blica de esta directiva, no se conoce su permanencia, nivel de aplicación, 
actualización o perfeccionamiento.

Sustainable Green Public, también ha sido referenciado por otros servi-
cios. Así, la Municipalidad de Santiago desarrolló su propia guía para incor-
porar en las transacciones municipales criterios ambientales, distinguien-
do siete áreas de aplicación: (i) materiales de oficina; (ii) papel de oficina; 
(iii) equipos informáticos; (iv) productos de limpieza y adquisición de pro-
ductos químicos; (v) compra, arriendo y mantención de vehículos; (vi) reali-

transparente que antes del 2003. Compradores y vendedores se entienden a través de 
un portal que nos permite tener acceso a una gran cantidad de datos e información 
relevante de este mercado que, este 2014, espera tranzar sobre US$ 10 mil millones”. 
Caniuqeo (2014).

22	 Para esto, ver Dirección ChileCompra: “Plan estratégico ChileCompra 2018-2024”.
23	 Sobre esto, señala el Ministerio del Medio Ambiente: “se quiere poner énfasis en apro-

vechar el poder comprador del Estado. ChileCompra asume en esta etapa un rol rector 
entre el Estado y el mercado para maximizar la eficiencia y el ahorro; ello de manera 
a contribuir a que los organismos públicos asuman una mayor responsabilidad en el 
buen uso de los recursos fiscales”. Ministerio del Medio Ambiente: “Estado Verde”.
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zación de eventos públicos, y (vii) servicios de construcción y áreas verdes. 
Sobre ella, a la época de este estudio no fue posible conseguir información 
sobre su nivel de implementación, resultados, beneficios y dificultades24.

Por su parte, el Ministerio del Medio Ambiente, en el marco de los 
compromisos con la COP 25, impulsó el año 2019 una política volunta-
ria para los órganos estatales denominada “Estado Verde”, cuyo objetivo 
es mejorar la eficiencia, avanzar en la carbono-neutralidad, y promover 
la educación ambiental, mediante una acreditación que certificará que los 
organismos aplican distintas medidas de sostenibilidad, poniendo cierto 
énfasis en todos los funcionarios públicos como participantes activos, que 
modifiquen su cultura y adopten en su esfera medidas más conscientes, 
como apagar luces, computadores o cuidar el consumo de agua25.

Con todo, la misma cartera ministerial ya había lanzado una campaña 
similar el año 2016, que buscaba profundizar las medidas de sustentabi-
lidad que se estaban implementando, y que en particular todos los servi-
cios incorporaran criterios de ambientales en sus compras26. También el 
Ministerio de Energía lanzó el año 2016 una iniciativa similar, “Gestiona 
Energía”, para promover la eficiencia energética en todos los servicios pú-
blicos, para lo que enviaría un instructivo a todos los organismos estatales, 
resaltando que medidas como estas, además de un gran impacto en el aho-
rro económico, contribuye a la reducción de las emisiones de gases con 
efecto invernadero27. 

Tampoco, para ninguna de estas medidas, existe información actualiza-
da sobre su continuidad, beneficios, dificultados y resultados. 

24	 Municipalidad de Santiago: “Guía de criterios ambientales para incorporar compras 
municipales”. 

25	 Dirección ChileCompra: “Directiva de Contratación Pública Nº 25. Recomendacio-
nes para la Contratación de Bienes y Servicios incorporando Criterios Ambientales y 
de Eficiencia Energética”.

26	 En esa oportunidad, el en ese entonces ministro Marcelo Mena sostuvo: “Nuestro mi-
nisterio ya tiene en varias regiones funcionando con sistemas de autogeneración ener-
gética, estamos ampliando la cobertura de cicleteros en las seremías, hemos puesto en 
marcha acciones de incentivo al uso de la bicicleta, fomento al reciclaje, pero ahora 
con compras públicas sustentables, estamos llegando con metas verdes al corazón de 
nuestra gestión”. Ministerio del Medio Ambiente (2016).

27	 Detalles de la medida disponibles en Ministerio de Energía: “Gestiona Energía. Sec-
tor Público”. 
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Como estas, existen otras políticas aisladas. Una de ellas, bastante lla-
mativa, fue la preocupación por la gestión documental de la SEGPRES y el 
Ministerio de Hacienda. En su diagnóstico concluyeron que, en la gestión 
de documentos de papel, solo considerando el número de horas que se 
debía dedicar a la tarea, le generaba al Estado un gasto del orden de USD 
1.000 millones por año que podría ser reducido en un 50 %28. Con todo, 
ese análisis no consideró criterios ecológicos o sociales, centrándose solo 
en cuestiones económicas.

Como vemos, tenemos un importante gasto público que sin orientacio-
nes puede estar generando problemas ambientales que se podrían evitar, 
disminuir o eliminar; en lo que además es una muestra de un ahorro y buen 
manejo de los recursos públicos. Se ha intentado disciplinar con criterios 
de sustentabilidad, siendo un concepto conocido en las políticas estatales, 
en lo que parece advertirse el problema económico, social y ambiental que 
genera la actual situación de funcionamiento del Estado. Pero ese proceso 
de implementación de la sustentabilidad se ha realizado mediante medidas 
sectoriales, con políticas superpuestas de las que no existe información 
sobre su éxito, extensión, coordinación o continuidad.

Más bien, en el gasto público el Estado solo se ve como un agente eco-
nómico, un comprador, sin considerar que su actuación queda legitimada 
por el respeto a la Constitución y el respeto de derechos fundamentales, 
tales como el derecho a un medio ambiente libre de contaminación.

3. La promoción, justificación  
y características del instrumento por Naciones Unidas

Naciones Unidas ha venido refiriéndose activamente a Sustainable Pu-
blic Procurement al menos desde el año 2009, indicándola como una he-
rramienta clave para alcanzar el desarrollo sustentable29. Así, entre otras 
apoya el “Proyecto SPPEL” sobre compras públicas y ecotiquedado, por 
el que se pretende: (i) facilitar la elaboración de las políticas de susten-
tabilidad en las compras, facilitando capacidades y asistencia técnica en 
el uso de etiquetas u otros instrumentos que faciliten la implementación 

28	 Sobre este estudio, ver Ministerio de Hacienda y Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia (2019).

29	 Naciones Unidas. Enviroment Programme: “Sustainable Public Procurement”. 
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de criterios, y (ii) promover la sustentabilidad mediante la combinación y 
sinergia del sistema de ecoetiquetados y los mecanismos ya operativos por 
los cuales los Estados se abastecen con bienes30. 

De este modo, los bienes y servicios que adquiera un Estado podrían 
tener un mejor impacto ambiental, para lo que será crucial identificar qué 
productos son ambientalmente amigables (ecoetiquetado), cuestión que 
ayudará a todas las personas (públicas y privadas) a identificar y seleccio-
nar mejor antes de la adquisición del bien o servicio.

Asimismo, el trabajo de Naciones Unidas, en Sustainable Public Pro-
curement, tiene alcances regionales, nacionales y globales. A nivel regio-
nal, promueve la cooperación y el acercamiento entre distintos bloques 
geopolíticos, la adopción de sistemas de ecoetiquetado, el intercambio de 
información, mientras que en el plano nacional, participa en distintas acti-
vidades, según la posición y situación de cada país31.

También, desde el año 2014, Naciones Unidas junto con KEITI lidera-
ron el programa “One Planet SPP”, que forma parte de un proyecto supe-
rior relacionado con la obtención del desarrollo sustentable como objetivo 
Nº 12 de la Agenda 203032. Uno de los objetivos de ese programa es la 
implementación efectiva de Sustainable Public Procurement, a nivel na-
cional, regional y global, mediante el establecimiento de una asociación 
internacional y voluntaria de múltiples interesados, sean Estados u orga-
nizaciones, públicos o privados, que sean capaces de promover un manejo 
sustentable del Estado y su implementación en sus ámbitos de influencia33.

30	 El modelo lo centran –a grandes rasgos– en dos pilares: (i) “Las compras públicas 
sostenibles involucran el poder de compra del gobierno para que, a través del gas-
to público, estimule un mejor desempeño ambiental y social del sector privado”, y 
(ii) “El ecoetiquetado busca informar y proporcionar incentivos de mercado, para que 
los consumidores distingan aquellos productos que cumplen con ciertos requisitos de 
sostenibilidad”. Organización de Naciones Unidas: “Programa para el Medio Am-
biente. Compra pública sostenible y ecoetiquetado”. 

31	 Organización de Naciones Unidas: “Programa para el Medio Ambiente. Compra 
pública sostenible y ecoetiquetado”.

32	 Naciones Unidas y One Plant: “Handle with care. A platform for Sustainable Devel-
opment Goal 12”.

33	 Sobre este programa se explica: “El programa de contratación pública sostenible 
(SPP) de One Planet Network es una asociación voluntaria internacional de múltiples 
interesados en la que partes, gubernamentales, no gubernamentales, públicas y pri-
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Sobre su experiencia con la aplicación del instrumento en el sureste de 
Asia, la Unión Europea y Latinoamérica34, Naciones Unidas rescata que 
los beneficios de su ejecución son sinérgicos y multisectoriales. Así, indica 
que un primer escenario directo en el que es posible apreciar potenciales 
beneficios es a nivel económico (reduce el gasto público, disminuye las 
externalidades negativas); social (disminuye o evita discriminaciones, au-
menta empatía y cercanía con funcionarios quienes trasladan conductas a 
otras áreas), y ambiental (reduce gases de efecto invernadero, actúa como 
una medida preventiva y de mitigación ante el cambio climático, disminu-
ye la contaminación)35.

Como parte de sus efectos sinérgicos, Naciones Unidas advierte que la 
herramienta también genera como beneficio el que las autoridades indirec-
tamente alcancen una gobernanza responsable y con ello puedan mejorar 
su legitimidad e imagen pública, respondiendo mejor a las demandas so-
ciales y ambientales, sirviendo al mismo tiempo como un ejemplo para la 
promoción de mercados de tecnologías y empleos verdes36. 

Desde su experiencia, rescata que la aplicación del instrumento requie-
re un fuerte compromiso, disciplina y rigurosidad en su implementación 
y mantención. También señala que, definidos los objetivos, su proceso 
de implementación descansaría en cuatro etapas, cada una con sus co-
rrespondientes subobjetivos. Así el Estado debe: (i) lanzar el proyecto e 
iniciar las capacitaciones iniciales; (ii) realizar una evaluación inicial de 
la situación de compras a nivel nacional, acompañada de una revisión le-
gal y de mercado, para poder realizar un ejercicio de priorización de áreas 
de aplicación y su mecanismo; (iii) realizar una planificación estratégi-
ca y crear la política de sustentabilidad pública nacional adecuada a las 
necesidades, para (iv) implementarla en todo el ciclo de la contratación 

vadas, acuerdan trabajar juntas de manera sistemática con el objetivo de promover y 
acelerar el implementación de compras públicas sostenibles a nivel mundial como una 
forma de asegurar patrones de consumo y producción sostenibles”. [Traducción libre]. 
Organización de Naciones Unidas: “Programa para el Medio Ambiente. Compra 
pública sostenible y ecoetiquetado”.

34	 Organización de Naciones Unidas: “Programa para el Medio Ambiente. Compra 
pública sostenible y ecoetiquetado”.

35	 Sobre los beneficios rescatados en distintos bloques geopolíticos, ver UNDP y UNEP: 
“Sustainable Public Procurement: Briefing Note”. 

36	 Naciones Unidas (2017).
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pública37. Todas estas etapas deben ir acompañadas de un entrenamiento 
y capacitación permanente a los funcionarios públicos, que permita su ac-
tualización, la mejora de los errores y un compromiso real con las medidas.

De la experiencia comparada, también destaca que no existe una única 
vía de implementación. Sustainable Public Procurement puede ser recogi-
da como (i) una justificación para dictar otras regulaciones y estrategias 
gubernamentales, sean a nivel económico, energético, ambiental, político 
u otro; (ii) como parte de los objetivos específicos de las compras públicas, 
o incluso, (iii) como una política autónoma y específica38. 

Junto con lo anterior, Naciones Unidas observó que los Estados han 
dado una ampliación a su cobertura. Desde regulaciones que comprenden 
un solo aspecto (eficiencia energética, por ejemplo), se avanza hasta planes 
integrales que incluso luego abarcan diferentes aspectos de la sustentabili-
dad (como criterios sociales de discriminación de género o raza, elementos 
energéticos, etc.). En cuanto a su administración, la política generalmente 
ha sido liderada por un ministerio o agencia ambiental, pero también ha 
sido desarrollada por ministerios económicos, el primer ministro o intermi-
nisterialmente. De todos modos, en la mayoría de los países se intenta que 
la política sea extensiva a todos los niveles (nacional, regional y local), y 
con participación integral de otros ministerios y autoridades39.

A su vez, puede y se ha utilizado para intentar mejorar en los más va-
riados aspectos. Los principales aspectos en los que se aplica e intenta 
obtener una ventaja son en un manejo eficiente de recursos, sustancias pe-
ligrosas, eficiencia energética, reducción de desechos.

Finalmente, Naciones Unidas destaca que es una política clave que 
dejó de ser vista como un mecanismo de compensación que se utilizó para 
compensar otros perjuicios ambientales que se causaban y pasó a ser con-
siderada como una oportunidad estratégica de desarrollo, implementada 
tanto con herramientas voluntarias como también mediante regulaciones 
obligatorias40.

37	 Relacionados con los mecanismos de implementación ver United Nations. Enviro-
ment Programme (2012).

38	 Sobre ello ver Naciones Unidas (2017).
39	 En relación con la cobertura y mecanismos de administración de la política, ver Na-

ciones Unidas (2017).
40	 Naciones Unidas (2017).
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4. La experiencia comparada  
de su aplicación, teniendo como referencias  

China y los Países Bajos

En el siguiente apartado, revisaremos (4.1) la experiencia de China en 
la aplicación del instrumento y luego (4.2) la experiencia de los Países 
Bajos. En cuanto a China, se seleccionó como punto de referencia, entre 
otros, debido a que tiene un historial de casi 20 años con la aplicación 
del instrumento y ha sido internacionalmente presionada por su nivel de 
producción y contaminación, estando emplazada para mostrar avances en 
materia ambiental. Al mismo tiempo, China es un socio económico estra-
tégico, uno de los grandes productores a nivel mundial, por lo que pue-
de ser interesante conocer cómo se disciplina ambientalmente este mega 
mercado. Adicionalmente conocer cómo China diferencia sus productos 
ambientalmente amigables, puede aportar herramientas a la hora importar 
sus mercancías o ser adquiridas por nuestro Estado.

En cuanto a los Países Bajos, su selección como punto de referencia 
también se debe a su larga experiencia en la aplicación del instrumento 
de casi 20 años, y en el hecho que ha sido destacada como una de las ex-
periencias más exitosas a nivel mundial, siendo citados sus resultados en 
distintos foros. 

4.1.	 La experiencia de China en Sustainable Public Procure-
ment

China inició desde el año 2002 su proceso de implementación de Sus-
tainable Green Public, el cual continúa profundizando y mejorando. Ha 
sido liderado por el Ministerio del Medio Ambiente y la NDRC (National 
Development and Reform Commission) con el apoyo de los ministros de 
Comercio y de Finanza en la coordinación del mercado y del nivel finan-
ciero41. No tiene una legislación específica sobre la materia y ha seguido un 
modelo centralizado, diseñando la política el gobierno central y aplicándo-
la a los escalafones inferiores42. 

41	 United Nations Environment Programme (2017).
42	 Yuhua y Conghu (2011). 
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Su implementación comenzó con dos sistemas de etiquetado distintos, 
uno para eficiencia energética y otro para productos. Esto originó dos listas 
(energética y productos), lo que jugó un rol clave en la ejecución de la he-
rramienta, ya que creó un puente entre el gobierno como comprador y los 
proveedores. Este sistema de listas –a su vez– facilitó a los funcionarios la 
aplicación del instrumento, aumentando exponencialmente el número de 
bienes certificados.

Este sistema de etiquetados considera aspectos ambientales, sociales 
y económicos y se basó en regulaciones dictadas por distintas autorida-
des, en ocasiones de forma conjunta43. La política fue dirigida a todas las 
agencias que utilizaran fondos públicos (gobierno central y a nivel local), 
pero solo es obligatoria para el gobierno central, cuando adquiera ciertas 
categorías de productos incorporados en la lista de eficiencia energética. 
Así, tiene una aplicación voluntaria y obligatoria por excepción. 

El Ministerio de Finanzas en China se ha encargado de desarrollar un 
programa de capacitación, para ayudar a que los funcionarios apliquen este 
instrumento con confianza y que expandan la utilización de criterios am-
bientales a otros procedimientos que ejecuten. A diferencia de otros paí-
ses asiáticos como Japón o la República de Corea, su política no tiene 
objetivos cuantitativos y aún está desarrollando un sistema de monitoreo. 
Por ahora, sus mediciones se basan en el nivel de gasto total en productos 
verdes44. Como curiosidad, se destaca que China ofrece incentivos fiscales 
a las agencias públicas que apliquen Sustainable Public Procurement y en 
particular otorga subsidios al precio cuando se adquieren vehículos verdes.

Se recogen como claves del sistema chino: la existencia de un marco le-
gal que da fundamento a la aplicación del instrumento; el apoyo del gobier-
no central; criterios claros de productos prioritarios determinados según 
sus necesidades (usos más comunes, entre otros); un sistema de etiqueta-
dos que promueve el mercado verde y facilita la aplicación del instrumento 

43	 El año 2004 fue implementada por el Ministerio de Finanzas y la NDRC; el año 2006, 
por parte del Ministerio de Finanzas y el Ministerio del Medio Ambiente, y el año 
2007 por el State Council of the People’s Republic of China, que se podría comprender 
como la figura del primer ministro. Detalles en United Nations Environment Pro-
gramme (2017).

44	 Estos antecedentes fueron rescatados de United Nations Environment Programme 
(2017).
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a todos los usuarios; la capacitación a sus funcionarios, y la comunicación 
del alcance e incentivos que se otorgan por su aplicación.

Como uno de los grandes déficits y problemas de la experiencia china, 
se indica la falta de monitoreo y evaluación del sistema, que impide cono-
cer el real impacto de la política; el que comprenda solo al gobierno cen-
tral, provincial y local excluyendo otras agencias; que su uso solo se limite 
a los productos enlistados; la falta de una ley específica sobre la materia; 
la compleja estructura jerárquica administrativa de implementación, que 
genera mucha distancia entre los ministerios y los funcionarios que aplican 
el instrumento; la proliferación de distintos departamentos especializados 
y diferenciados, y el limitado conocimiento técnico de los usuarios y los 
funcionarios de los productos45.

4.2. 	La experiencia de los países bajos en Sustainable Public 
Procurement 

En el año 2005, los Países Bajos introdujeron su primer conjunto de 
criterios y objetivos de contratación sustentable, para ser aplicados por las 
7.500 autoridades (aproximadamente) que participaban en la contratación 
pública. Tras sucesivas evaluaciones, el año 2012 dictan como un gran 
compromiso político nacional la Ley de Adquisiciones que establece crite-
rios de contratación socialmente responsable46. 

El responsable de la aplicación del instrumento y su adaptación es el 
Ministerio de Infraestructura y Medio Ambiente, que lidera el proceso con 
diversas iniciativas que sirvan de ejemplo a las autoridades. Adicionalmen-
te, existe un centro público de expertos encargado de recopilar información 
sobre el proceso de contratación sustentable (PIANOo).

Los Países Bajos son uno de los líderes en sustentabilidad pública, ya 
que entre otras aplican la política en todo nivel, preocupándose que se 
realice con una misma y gran intensidad, como se puede apreciar a conti-
nuación:

45	 Estos y otros detalles del éxito y los desafíos de China con la medida se encuentran 
disponibles en United Nations Environment Programme (2017).

46	 Estos antecedentes y otros detalles del proceso en Países Bajos se encuentran disponi-
bles en Global Efficiency Inteligence, Hasanbeigi, Ali et al. (2019).
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Fuente: Global Efficiency Intelligence47.

Su sistema funciona traduciendo a un valor monetario los impactos 
ambientales de todo el ciclo de vida de los productos o servicios, los que 
pasan a ser considerados como factores del precio de contratación y cali-
dad del producto. En otros casos también puede ser incorporado como una 
cláusula de contratación, según la cual los proveedores se comprometan a 
cumplir cierto estándar ambiental. Los elementos de calidad incluyen el 
rendimiento de emisiones de CO2 de su diseño.

Uno de los pilares de la política de compras sustentables en los Países 
Bajos es la aplicación de un software creado el año 2002: DuboCalc, que 
se utiliza para calcular las emisiones de CO2 por kilogramos e incluye la 
posibilidad de medir otras emisiones de gases de efecto invernadero como 
metano y óxido nitroso, lo que permite considerar los impactos ambientales 
del ciclo de vida de materiales y su rendimiento energético. Esto ha permi-
tido incorporar en la contratación pública factores como los gases de efecto 
invernadero; el agotamiento de la capa de ozono; nivel de toxicidad para las 
personas; ecotoxicidad para el agua dulce, ambientes marinos y terrestres; 
oxidación fotoquímica; agotamiento abiótico; agotamiento de las fuentes de 
energía fósil; eutrofización; acidificación, y emisiones de carbono. 

Los Países Bajos han desarrollado criterios de compras sostenibles para 
todos los principales productos y servicios que adquiere el sector públi-
co, lo que cubre 45 grupos de bienes que se dividen en siete subgrupos 
según materia, considerando, por ejemplo, estructuras de ingeniería civil; 
movimiento de tierras; carreteras; nuevas construcciones, o renovación y 
demolición de edificios.

A su vez, mantienen un sistema de información y guías disponibles a 
todo público, evaluados anualmente, pudiendo ser modificados en caso de 

47	 Global Efficiency Inteligence, Hasanbeigi, Ali et al. (2019).
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ser necesario o, de ser necesario, requerir una mayor exigencia a los pro-
veedores.

Sus éxitos son variados: el Instituto Nacional de Salud Pública y Medio 
Ambiente de RIVM ha estimado que, entre los años 2015 y 2016, las emi-
siones de CO2 se redujeron en un total de –al menos– 5 megatones durante 
el ciclo de vida para los grupos de productos involucrados en transporte, 
energía, instalaciones de oficinas, edificios de oficinas y el sector de in-
geniería civil. También se indica que unas 28 toneladas de emisiones de 
óxido nítrico y 1,7 toneladas emisiones de partículas (emisiones de PM) se 
evitaron durante la vigencia de los contratos sustentables. A su vez, las 
compras de base biológica evitaron el uso de 13.000 toneladas de equi-
valentes de petróleo durante todo el período de vigencia de los contratos. 
Estos resultados se lograron principalmente dentro del grupo transporte 
mediante el uso de combustibles no fósiles48.

Con todo, las autoridades de los Países Bajos reconocen desafíos y pro-
blemas de su sistema, entre los que destacan el aumento de costos, la ausen-
cia de criterios claros de selección de proveedores o la incorporación efec-
tiva de todas las consecuencias ambientales en el precio de contratación49.

Adicionalmente, mantener los criterios, actualizarlos e integrarlos en 
el mercado europeo, también ha sido uno de los grandes problemas y de-
safíos. De hecho, la exclusión de ciertos proveedores de otros países o la 
inclusión de cláusulas en las licitaciones que recogen estas consideraciones 
ambientales y que, por su huella de carbono implican preferir productores 
locales, ha levantado preguntas desde el derecho de la libre competencia y 
ha judicializado ciertas contrataciones por entenderlas atentatorias contra 
el libre mercado50.

48	 Sobre estos y otros antecedentes, ver National Institute For Public Health And 
The Environment. RIVM (2019).

49	 En esto, indican: “Desafortunadamente, a pesar de que el aumento de los costos y la 
ausencia de criterios de selección claros plantean preguntas específicas, estos cierta-
mente no son los únicos inconvenientes relacionados con los criterios básicos actuales 
y la configuración del SPPP de los países bajos de hoy en día”. [Traducción libre]. 
Dutch Public Procurement Expertise Centre: “Developments”. 

50	 Como dificultades, explican: “Asimismo, algunas perplejidades surgen en relación con 
la incorporación de criterios de adjudicación que no conllevan beneficios económicos 
para las entidades adjudicadoras, como se daría en el caso de parámetros exclusiva-
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Finalmente, también se ha destacado que el proceso de contratación se 
vuelve muy complejo y prácticamente imposible de supervisar51, lo que 
podría afectar la transparencia pública y con ello el control del gasto y la 
lucha contra la corrupción. 

4.3.	 Algunas conclusiones que se pueden advertir de este ins-
trumento de gestión ambiental

Sustainable Public Procurement es una herramienta con aplicación a 
nivel mundial y que parte de un esfuerzo por compatibilizar y armonizar el 
desarrollo económico con la preocupación ambiental y social. El mensaje 
que esta herramienta quiere transmitir es un manejo sustentable por los 
organismos públicos con criterios de elección de productos o reducción del 
consumo que no son restrictivos del Estado, sino que también podrían ser 
implementados por particulares.

La revisión sobre la materia permite advertir que, con la incorporación 
de criterios de sustentabilidad en la contratación pública se podrían gene-
rar efectos sinérgicos, con beneficios directos (económicos, sociales y am-
bientales) y otros indirectos (gobernanza, confianza pública). Por esta vía 
se impulsaría un mercado que interioriza las consecuencias ambientales de 
sus productos, permitiendo escoger entre aquellos proveedores que consi-
deran y visibilizan estos elementos versus aquellos que no los incorporan 
o no los informan. A su vez, forma competencias en los funcionarios pú-
blicos que interiorizan en sus rutinas la ponderación de las consecuencias 
ambientales en sus decisiones, lo que puede tener efectos más allá de la 
sola actuación administrativa.

Uno de los problemas de entrada de la herramienta es su nomenclatura 
y con ello lo que realmente se puede esperar de ella. Las diferentes deno-
minaciones y alcances complejizan el instrumento e impiden conocer si 
incorporará variables solo ambientales o también sociales y económicas; 

mente enfocados en mitigar la contaminación ambiental, versus otros que apuntan a 
conseguir, por ejemplo, un ahorro energético relevante. En efecto, los requerimientos 
que no están relacionados con ventajas monetarias directas podrían ser tachados de 
arbitrariedad”. Bertazzo (2016).

51	 Melissen y Reinders (2012), pp. 27-36.
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si se referirá solo a las compras públicas o también al manejo del aparato 
estatal en general. Por ello, para definir su implementación, pasa a ser fun-
damental considerar el objetivo que se persigue y su ámbito de extensión, 
siendo una de las primeras decisiones que se deben considerar. Así se debe 
determinar si se adoptará una política de reducción, reutilización o reci-
claje al interior del Estado; una política clara de compras verdes, o ambas 
políticas con objetivos conocidos y mecanismos de aplicación medibles.

Sustainable Public Procurement es una herramienta conocida en Chile. 
En distintos períodos y por distintas autoridades se ha promovido su apli-
cación sobre la base de lo que parecen estudios o políticas sectoriales, con 
instrumentos que parecen no tener la fuerza suficiente como para llevar a 
una implementación definitiva. Por lo mismo, muchas de ellas no tienen 
información sobre su seguimiento y resultados.

Al mismo tiempo, Chile ya tiene experiencia en materia de etiqueta-
dos, siendo otra de las políticas públicas a las que se podría recurrir para 
avanzar en la integración de estos factores, facilitar la diferenciación de 
productos y permitir una implementación óptima.

De igual modo, pese al éxito y el buen funcionamiento del sistema de 
compras públicas, la ley y reglamento de contratación estatal aún no in-
teriorizan consideraciones de esta naturaleza. Una de las cuestiones por 
explorar es la posibilidad de vincular estos objetivos con la señalada insti-
tucionalidad ya operativa, que por lo demás ha obtenido buenos resultados 
en sus otras metas. Lo mismo se podría esperar de la ley de presupuesto 
público, en la que también se podrían establecer ciertos criterios u orienta-
ciones generales del gasto público. 

Pero, por ahora, pese al importante gasto público y el gran número de 
funcionarios/as que forman parte del aparato estatal, superior a cualquier 
otra empresa establecida en Chile, las consideraciones de sustentabilidad 
son ajenas a nuestra institucionalidad, en lo que no se advierte una perspec-
tiva de un Estado que internamente sea consciente de su deber de respetar 
el derecho a un medio ambiente libre de contaminación.

La ONU, como uno de los principales promotores, advierte que este 
instrumento es una oportunidad estratégica para promover el desarrollo 
sustentable. Puede reportar beneficios, pero para ello, debe existir una ac-
tuación coordinada que vincule y discipline a todos los actores (funciona-
rios y proveedores).
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Del mismo modo, la experiencia China muestra que un camino de im-
plementación es iniciar con objetivos muy precisos y/o productos limita-
dos para luego avanzar paulatinamente. Para ello, el sistema de etiquetados 
o “ecolabels” mostró ser eficaz ya que permite distinguir con rapidez los 
productos que integran consideraciones ambientales, facilitando su aplica-
ción a todos los operadores. Adicionalmente, el sistema de China muestra 
la importancia de la coordinación y una autoridad que lidere la implemen-
tación y aplicación de forma razonada con las otras carteras ministeriales.

Como uno de los grandes déficits y problemas de la experiencia China, 
se advierte la necesidad de monitoreo y evaluación que permita controlar el 
respeto por la política, cuestión que también supone recursos públicos. Esto 
es algo que se debe tener presente al evaluar las formas de implementación.

En cuanto a la experiencia de los Países Bajos, ella se funda en un 
marco legal sólido, una autoridad decidida que lo dirige y claridad en los 
objetivos, todos factores que han contribuido a su eficacia. A ello se agre-
gan como elementos estructurales, la identificación de los productos (tal 
como en el caso chino), autoridades receptoras definidas y la existencia de 
un centro público de expertos encargado de recopilar información sobre 
el proceso de contratación sustentable, que publica guías y transmite los 
beneficios que han logrado, cuestión que les permite mantener un sistema 
dinámico que se va corrigiendo sobre la base de su propia experiencia.

Es llamativo el apoyo en un software, y la medición y evaluación cons-
tante de la política. Con todo, la complejidad del sistema, la falta de clari-
dad en algunos criterios y las dudas sobre una eventual afectación al sis-
tema de libre comercio europeo, por una exclusión de ciertos proveedores 
que por la sola distancia geográfica tendrían peor rendimiento ambiental, 
son aspectos que también se deben considerar. 

De hecho, la preocupación por la afectación al mercado común es uno 
de los grandes temas por considerar y que se suele citar en esta materia. 
No obstante ello, esta última objeción debe ser recibida con beneficio de 
inventario y en su justa medida, ya que puede esconder la visión tradicio-
nal que quiere comprender el fenómeno económico y potenciar el libre 
comercio de espaldas a un desarrollo sustentable que ignore las conse-
cuencias ambientales del mercado. Si bien Chile no participa de un mer-
cado regional como el sistema europeo que se pueda ver afectado, a priori 
parece complejo inhibir la discusión y análisis de la herramienta por una 
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protección a aquellos productores que no visibilizan e integran los efectos 
sobre los ecosistemas de sus servicios o productos, impidiendo al Estado 
elegir aquellas alternativas que causen un menor impacto.

Por lo demás, esta perspectiva, que sobrepondera la libre competencia, 
tampoco parece considerar la realidad climática actual, que exige a todos 
los agentes adaptar sus actuaciones y reducir su impacto, siendo esta herra-
mienta una de las vías que permita al Estado mitigar su actuación. 

Pero, incluso obviando la crisis climática, debemos recordar que en 
nuestro ordenamiento no solo se reconoce como valor la libre iniciativa 
económica, sino que también el respeto por otros derechos fundamentales, 
cuestión que vincula particularmente la función pública como una exten-
sión de los principios de servicialidad y probidad administrativa y que exi-
gen considerar las consecuencias sobre el medio ambiente. Y no solo ello, 
desde el derecho ambiental el Estado tiene la carga de prevenir daños con 
su actuación y avanzar progresivamente en su protección, lo que genera 
una legítima duda sobre de qué tan lícita y razonable es una actuación de 
un órgano público que ignora tales bienes jurídicos. 

Más aún, desde el principio de no regresión, si consideramos que ya 
se adoptaron medidas iniciales, independiente de su eficacia, el Estado en 
su administración interna tampoco puede simplemente retroceder y dejar 
de aplicar tales criterios, salvo que cuente con mejores instrumentos. Así, 
los títulos de intervención que arrancan desde la necesidad de respetar de-
rechos fundamentales, pasan también por la ponderación de otros bienes 
jurídicos (eficacia, eficiencia en el uso de recursos públicos, servicialidad, 
probidad administrativa y el conjunto de principios ambientales).

Como nos muestra la experiencia comparada y los datos reflejados por 
ONU, Sustainable Public Procurement puede ser una herramienta efectiva 
en este avance, pudiendo ser llevado desde distintas carteras bajo distin-
tos conceptos como el desarrollo sustentable, políticas sociales, medidas 
ambientales, impulso a un crecimiento económico verde, eficiencia esta-
tal, entre otras. Reducir, reutilizar, reciclar y adquirir productos de menor 
impacto no debiese ser una cuestión invisibilizada, sino que debería estar 
incorporado con un instrumento medible. Si definimos correctamente los 
objetivos y alcance del instrumento, puede ser una buena herramienta para 
disciplinar la actividad cotidiana del Estado, la que puede estar generando 
efectos ambientales nocivos que se podrían superar mediante una mejor 
gestión. 
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